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: 
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Tema                              : 
La normatividad aplicable para el reconocimiento de la pensión de invalidez, en la vigente al momento de estructurarse la pérdida de la capacidad laboral, pero ello no es óbice para que se dé aplicación al principio de la Condición más Beneficiosa.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0031

AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En Pereira (Risaralda), a los veintitrés (23) días del mes de abril del año dos mil nueve (2009), siendo las nueve de la mañana (9:00 a.m.) fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, Dres. ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN –quien actúa como Ponente- HERNÁN MEJÍA URIBE y FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES,  en asocio de la señora Secretaria, Dra. LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por el señor JOSÉ URIEL BLANDÓN BLANDÓN en contra del INSTITUTOS DE LOS SEGUROS SOCIALES. 

En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:

S E N T E N C I A  :

Pasa la Sala a desatar la alzada incoada contra la sentencia emitida en  noviembre 18/08 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.

I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:


Que se declare que el señor JOSÉ URIEL BLANDÓN  BLANDÓN tiene “derecho a disfrutar de la pensión de invalidez de origen común en aplicación al principio de FAVORABILIDAD y CONDICIÓN MAS BENEFICIOSA”; que como consecuencia de lo anterior se condene al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES a pagar a favor del demandante la pensión de invalidez de origen común a partir del 4 de noviembre de 2003, fecha de estructuración de la pérdida de capacidad laboral, más los incrementos de ley y mesadas adicionales de junio y diciembre.

Finalmente solicita se ordene el pago de los intereses moratorios, indexación de las condenas y  costas procesales.

2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

El accionante a través de representante judicial, manifiesta que nació el 01 de febrero de 1961; que fue calificado por el INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES por invalidez de origen común el 17 de agosto de 2007, con una calificación de pérdida de capacidad laboral de 72.60% cuya fecha de estructuración es el 4 de noviembre de 2003; que ha cotizado 949 semanas, reconocidas por la entidad demandada mediante Resolución N° 029871 de 2008; que el día 19 de octubre de 2007, solicitó a la entidad demandada el reconocimiento de la pensión de invalidez de origen común por cumplir con los requisitos legales para ello, solicitud que le fue negada mediante resolución 02971 del 1 de abril de 2008, por no acreditar el demandante, un mínimo de 50 semanas cotizadas durante los últimos tres años anteriores a la fecha de estructuración de la invalidez, exigidas por el artículo 38 de la Ley 100 de 1993.
Manifiesta además el demandante que le asiste el derecho a la pensión de invalidez, porque si bien no acredita 50 semanas cotizadas en los tres últimos años anteriores a la estructuración de su invalidez -exigidas por la ley 100 de 1993 con las modificaciones introducidas por Ley 860 de 2003-, cuenta con más de 300 semanas cotizadas al 01 de abril de 1994, por lo que ha de aplicársele el principio de “FAVORABILIDAD – CONDICIÓN MAS BENEFICIOSA, por haber cotizado las 300 semanas que exigía la norma anterior a la ley 100 de 1993 (decreto 758 de 1990) la cual continuó teniendo efectos para quienes tuvieran acreditado este requisito”.

II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término legal otorgado para tal efecto, la parte demandada presentó escrito en el que manifiesta que los hechos de la demanda en su mayoría no son ciertos porque no obran en el expediente pruebas que demuestren que el demandante  cumpla con los requisitos legales para acceder a la pensión de invalidez. Se opuso expresamente a las pretensiones de La demanda y excepcionó “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN DEMANDADA”, “IRRETROACTIVIDAD E IRREGULARIDAD DE LOS APORTES EFECTUADOS AL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL”, “IMPROCEDENCIA DEL RECONOCIMIENTO DE INTERESES MORATORIOS”, “PRESCRIPCIÓN” “FALTA DE CAUSA”,  “AUSENCIA DE PRUEBA DEL ESTADO CIVIL QUE PERMITA ATRIBUIR UN RÉGIMEN JURÍDICO ESPECIAL, EN CONSECUENCIA AUSENCIA DE LEGITIMACIÓN POR ACTIVA”, “NO SE HAY PRUEBA DE LAS CALIDADES DEL DEMANDANTE” y “BUENA FE”. 

III. LA SENTENCIA APELADA

Clausurado el debate probatorio, el juez de conocimiento puso fin a la primera instancia a través de la sentencia objeto de censura en la que resuelve acceder a las pretensiones de la demanda impetrada por el señor JOSÉ URIEL BLANDÓN BLANDÓN en contra del INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES y condenar en costas a la parte demandada.

Para arribar a la anterior determinación, expresó que aunque el demandante acreditó el requisito relacionado con la pérdida de capacidad laboral y la fidelidad al sistema que exige la Ley 860 de 2003, no ocurre lo mismo con el número de semanas de cotización efectuadas en los tres años anteriores a la estructuración de la invalidez, lo que conlleva al examen de la normatividad anterior para determinar si en aplicación de los principios constitucionales invocados en la demanda – Favorabilidad  y Condición más beneficiosa-, puede el actor acceder a la pensión de invalidez deprecada. Lo anterior, motivado en que si bien el demandante no acreditaba los requisitos de la modificada Ley 100 de 1993, para acceder a la pensión de invalidez, también lo es, que la “condición más favorable o benéfica que encuentra completamente garantía con la aplicación del principio de favorabilidad, de raigambre no sólo constitucional sino también legal, permite acudir a las normas que anteceden a la Ley 100 de 1993 (modificada por la 860 de 2003), es decir, el Acuerdo 049 de 1990 aprobado por el decreto 758 del mismo año, y bajo esta normatividad se pudo constatar que acredita con suficiencia el monto de cotizaciones requeridas para acceder a la prestación..

V. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

Inconforme con lo decidido la parte demandada presentó recurso de apelación contra la decisión de primer grado por considerar que no es aplicable  “la condición más beneficiosa por cuanto hay ley concreta aplicable al caso”, además el demandante “no reunió la densidad de semanas cotizadas, ni la fidelidad al sistema”; asimismo aduce que no hay lugar al pago de intereses de mora, toda vez que el derecho que se pretende no se ha consolidado.
Por esta razón solicita que se revoque la decisión tomada por el juez en primera instancia y su lugar decretar probadas las excepciones propuestas en la contestación de la demanda.

VI. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:

De los hechos que soportan la demanda, las pruebas que obran en el proceso y los fundamentos de la apelación, se desprende que el problema jurídico por resolver es el siguiente:


¿Cuál es la norma legal que rige la situación particular del actor, si éste logró o no consolidar los requisitos legales exigidos para acceder a la pensión de invalidez deprecada?

Es indudable que la normatividad aplicable para el reconocimiento de la pensión de invalidez es la que se encuentre vigente al momento de estructurarse el hecho incapacitante, sin embargo, cuando bajo esas disposiciones no se alcanza a cumplir todos los requisitos para obtener la gracia pensional, esa regla general cede para dar aplicación al principio de la condición más beneficiosa, que no es otra cosa que aplicar las disposiciones anteriores para conceder la pensión.

La fecha de estructuración de la invalidez en el presente caso se estableció que era 04 de noviembre de 2003,  por lo tanto la legislación aplicable es la consagrada en la Ley 100 de 1993, sin embargo, manifestó el a-quo que el actor debía acreditar los requisitos establecidos en la Ley 100 de 1993 con las modificaciones introducidas por la Ley 860 de 2003, de los cuales solamente acreditaba los relacionados con la pérdida de la capacidad laboral y la fidelidad al sistema.

Si como se anotó precedentemente, la normatividad aplicable para el reconocimiento de la pensión de invalidez es la que se encuentre vigente al momento de estructurarse el estado de invalidez, que en el presente caso lo fue el 04 de noviembre de 2003, no encuentra esta Colegiatura razones lógicas para que el funcionario de primer grado estudiara el cumplimiento de los requisitos para acceder a la pensión deprecada bajo los lineamientos de la Ley 860 de 2003 – expedida el 26 de diciembre de 2003, toda vez que para la fecha de estructuración de la pérdida de la capacidad laboral del actor – 04 de noviembre de 2003-, la referida ley ni siquiera hacía parte de la legislación vigente.
Así las cosas, el análisis del cumplimiento de los requisitos por parte del señor Blandón Blandón para acceder a la pensión de invalidez, no debió efectuarse a la luz de la Ley 860 de 2003, sino de la Ley 100 de 1993, en su texto original, por lo que así se hará, al ser el fundamento de la alzada de la entidad demandada.
En efecto, el artículo 39 de la Ley 100 de 1993 sin las modificaciones introducidas posteriormente establece los requisitos para acceder a la pensión de invalidez, en los siguientes términos:
“Artículo 39. Requisitos para obtener la Pensión de Invalidez. Tendrán derecho a la pensión de invalidez, los afiliados que conforme a lo dispuesto en el artículo anterior sean declarados inválidos y cumplan alguno de los siguientes requisitos: 

A- Que el afiliado se encuentre cotizando al régimen y hubiere cotizado por lo menos veintiséis (26) semanas, al momento de producirse el estado de invalidez.

B- Que habiendo dejado de cotizar al sistema, hubiere efectuado aportes durante por lo menos veintiséis (26) semanas del año inmediatamente anterior al momento en que se produzca el estado de invalidez. …” [Subrayado nuestro]


Resulta indiscutido que el actor fue calificado con una pérdida de capacidad laboral de 72.60%, con fecha de estructuración el 04 de noviembre de 2.003, tal como consta en el dictamen emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda (fl. 14), por lo que el primer requisito se encuentra plenamente cumplido, como efectivamente se declaró en primera instancia.

Ahora, en lo relacionado con las semanas de cotización debe manifestarse que de acuerdo a la historia laboral obrante dentro del proceso (fls. 17 y s.s.), se colige que el actor efectuó su última cotización para pensiones el 08 de mayo de 2001, por lo tanto a noviembre de 2003, cuando se estructuró el estado de invalidez, había dejado de cotizar al sistema, por lo que debía acreditar dentro del año inmediatamente anterior a la estructuración de la invalidez, 26 semanas cotizadas, lo que es imposible de acreditar si como se dijo atrás, la última cotización se efectuó para cubrir el período de abril de 2001.
Así las cosas, en aplicación de la ley vigente al momento de la estructuración de la invalidez (Ley 100 de 1993), el actor no tendría derecho al reconocimiento del derecho pensional por invalidez. Sin embargo, como ya se indicó, se ha establecido por vía jurisprudencial el principio de la condición más beneficiosa, que consiste en que al momento de presentarse un cambio de legislación, debe aplicarse la norma que le favorezca o que le permita acceder a algún derecho.


Exige dicho principio, el cumplimiento de los requisitos exigidos en una de las dos normativas posibles de aplicar. 


Como ya se vio, el señor Blandón Blandón no cumple con los requisitos previstos en la Ley y 100 de 1993, sin embargo, si lo hace con el Acuerdo 049 de 1990 aprobado mediante Decreto 0758 de ese mismo año, habida cuenta que para el momento en que se presentó ese cambio de legislación, ya tenía en su haber un número de semanas suficientes para obtener bajo su égida la deprecada pensión, toda vez que acreditaba un total de 600,2857 semanas de cotización efectuadas en cualquier época.
En efecto, el Acuerdo 049 de 1990, exigía los siguientes requisitos:

“ARTÍCULO 6o. REQUISITOS DE LA PENSION DE INVALIDEZ. Tendrán derecho a la pensión de invalidez de origen común, las personas que reúnan las siguientes condiciones:

a) Ser inválido permanente total o inválido permanente absoluto o gran inválido y,

b) Haber cotizado para el Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte, ciento cincuenta (150) semanas dentro de los seis (6) años anteriores a la fecha del estado de invalidez, o trescientas (300) semanas, en cualquier época, con anterioridad al estado de invalidez”.


De suerte que podemos afirmar que habiendo sido el actor declarado inválido según el dictamen de la Junta de Calificación de Invalidez en un 72.60%, misma que se estructuró el 04 de noviembre de 2003 (fl.14), y que, si bien no cumple con el presupuesto de semanas cotizadas de que trata el artículo 39 original de la Ley 100 de 1993, esto es, que estando cotizando al régimen no cotizó 26 semanas, ni habiendo dejado de cotizar completó 26 semanas en el año inmediatamente anterior, sí cumplió con los presupuestos del artículo 6º del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de 1990, pues durante la vigencia del mismo completó más de 300 semanas en cualquier época, como que antes de entrar en vigencia el sistema de pensiones de la Ley 100 de 1993, había cotizado más de las 300 semanas en cualquier tiempo que aquella exigía. 

Sería injusto, entonces, que el actor no obtuviera su pensión si con suficiencia había cotizado el número de semanas requerido para obtener la prestación al momento de entrar en vigencia la nueva ley.

En lo que tiene que ver con los intereses moratorios, debe decirse de una vez que no es de recibo para esta Sala la posición del apelante, por cuanto, si bien es cierto que la pensión fue reconocida con fundamento en una norma distinta a la Ley 100 de 1993, también lo es que dichos intereses están previstos para la mora en el pago de las mesadas pensionales de que trata dicha ley (a partir de su vigencia) las cuales son precisamente las de vejez, invalidez y sobrevivientes. 


Es por eso que a pesar de que el reconocimiento se haya hecho con base en normativa anterior, en acatamiento de la condición más beneficiosa, el actor tiene derecho a los deprecados intereses, por cuanto en ningún momento el citado canon requiere que la pensión sea reconocida con fundamento en la Ley que lo contiene, sino que sea una de las que “trata” la misma, y como ya se indicó la pensión de invalidez está también prevista en la Ley 100 de 1993. 


Así lo interpretó la Corte Constitucional al analizar una demanda de inexequibilidad propuesta respecto de los aludidos intereses: 

“Así las cosas, no observa la Corte que la disposición cuestionada parcialmente, cree privilegios entre grupos de pensionados que han adquirido su estatus bajo diferentes regímenes jurídicos, como lo aduce el demandante, pues la correcta interpretación de la norma demandada indica que a  partir del 1º de enero de 1994, en caso de mora en el pago de las pensiones a que se refiere la ley, esto es, las pensiones que tienen como origen el fenómeno laboral de la jubilación, la vejez, la enfermedad  o la sustitución por causa de muerte, que se presente después de esa fecha, el pensionado afectado, sin importar bajo la vigencia de qué normatividad se le reconoce su condición de pensionado, tendrá derecho al pago de su mesada y sobre el importe de ella la tasa máxima del interés moratorio vigente.  Es decir, la disposición acusada no distingue entre pensionados, pues, sólo alude al momento en el cual se produce la mora para efectos de su cálculo, de suerte que si ésta se produjo con anterioridad al 1º de enero de 1994, ésta se deberá calcular de conformidad con la normativa vigente hasta ese momento, esto es, el artículo 8º de la ley 10 de 1972, reglamentada por el artículo 6º del decreto 1672 de 1973, y eventualmente, por aplicación analógica de algunos criterios plasmados en el Código Civil colombiano, diferentes al artículo 1617 de la misma obra, y si la mora se produjo después de esa fecha su valor se deberá calcular con base en los lineamientos contenidos en el artículo 141 de la ley 100 de 1993”
. 

Y frente al tema ha indicado la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia:

“Es dable entender que fue conferida con sujeción a la normatividad integral de la Ley 100 de 1993, por virtud de lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 31 de la citada ley, que incorporó al régimen solidario de prima media con prestación definida las ‘disposiciones vigentes para los seguros de invalidez, vejez y muerte a cargo del Instituto de Seguros Sociales, con las adiciones, modificaciones y excepciones contenidas en esta ley’, al preceptuar que esas disposiciones le serán aplicables a ese régimen, que, como es suficientemente sabido, es uno de los dos que componen el sistema general de pensiones.

 

Lo anterior significa que una pensión de vejez del régimen de transición que jurídicamente encuentra sustento en el artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990, disposición que, como quedó visto, ha sido integrada al régimen de prima media con prestación definida, debe ser considerada como una pensión que origina ‘el pago de las mesadas pensionales de que trata esta ley’, como lo señala el artículo 141 de la Ley 100 de 1993 para sancionar la mora en el pago de dichas mesadas, por cuanto es razonable concluir que corresponde a una pensión del citado régimen solidario de prima media con prestación definida, por las razones anotadas en precedencia. Y si ello es así, la falta de pago de las mesadas debidas origina el reconocimiento de los intereses moratorios consagrados en la antedicha norma legal”
.

Posición que fue acogida por esta Sala desde el 2 de diciembre del año 2005
 y que se ha mantenido por encontrarse ajustada no sólo a la norma misma sino también a la equidad y la justicia. 


En consecuencia, se confirmará en todas sus partes la sentencia apelada. 

En mérito de  lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA (RISARALDA), SALA LABORAL, Administrando Justicia en nombre de la República  y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E :

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida el 18 de noviembre/08, por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ORDINARIO LABORAL instaurado por el señor JOSÉ URIEL BLANDÓN BLANDÓN contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, por las razones expuestas en la parte motiva de esta sentencia.

SEGUNDO.- Sin lugar a condenar en costas en segunda instancia. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,             

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria

� Sentencia C-601  del 2000. M. P. Dr. Fabio Morón Díaz.


�]Radicación 22501. Acta 94. Sentencia de 10 de noviembre de 2004. M.P. Isaura Vargas Díaz. 


� Rad. 2004-00644., Demandante: Aníbal de Jesús Ortiz Vergara, Demandado: Instituto de Seguros Sociales. M. P. Dr. Jairo Londoño Jaramillo. 





